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Resumen
A lo largo de su historia reciente, España ha pasado por diversas crisis económicas. 
Ahora bien, ninguna de dimensiones tan colosales como la actual. Entre las causas 
más significativas, ocupa una posición muy destacada una de carácter interno, cual 
es, entre otras, la burbuja inmobiliaria. De hecho, durante la gestación de la misma, se 
constituyeron numerosas operaciones hipotecarias sobre bienes cuyo valor de tasación 
era sensiblemente superior al real. En este escenario, debido a la dramática situación que 
impera, gran parte de los consumidores y/o usuarios, nacionales y extranjeros, en España 
no pueden hacer frente a los compromisos contractuales inicialmente acordados con 
las entidades bancarias. Aunque se han arbitrado diferentes medidas normativas, para 
paliar esta difícil situación, las mismas no parecen ser suficientes. La última de ellas, como 
veremos, es el código de buenas prácticas bancarias sobre hipotecas.
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Abstract
Throughout recent history, Spain has gone through several economic crises. However, 
none of them has had such colossal dimensions as the current one. Among the most 
significant causes, it occupies an important position one of internal nature which is, among 
others, the housing bubble. In fact, during its gestation, several mortgage transactions were 
constituted on properties which appraised value was significantly higher than real. In this 
scenario, due to the dramatic situation that prevails, much of the consumers and/or users, 
domestic and foreign, cannot comply in Spain with the contractual commitments originally 
agreed with the banks. Although various policy measures have been settled to overcome 
this difficult situation, they seem to be not enough. The last one, as we will see, is the good 
practice banking code about mortgages.
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1. Introducción
Es conocido por todos que ac-
tualmente el mundo padece una 
importante crisis económica. Ahora 
bien, la misma no es igual, ni mucho 
menos, en las diferentes partes del 
planeta. En efecto, Europa, en ge-
neral, y España, en particular, están 
sufriendo un momento sumamen-
te complejo que no parece conocer 
precedentes cercanos en el tiempo. 
Si bien es cierto que sus homónimos 
comunitarios se encuentran en una 
situación difícil, el período que vive 
España es, cuanto menos, inquietan-
te. Veamos, a continuación, algunas 
cifras que, a modo de muestra, pue-
den darnos una somera idea de lo que 
planteamos.
Con respecto a las cifras de des-
empleo, el panorama no puede ser más 
desolador para la población española. 
Según las estimaciones de Eurostat, 
en España, la tasa de desempleo, en 
septiembre de 2012, fue nada más y 
nada menos que del 25,8%, tres déci-
mas más que en agosto y la cifra más 
alta de los 27 Estados de la Unión Eu-
ropea. Esto significaría que, para ese 
mes, unos 6 millones de españoles se 
encontraban desempleados y siendo 
parte de los 25,7 millones en toda la 
Unión. Entre esos Estados miembros, 
con datos disponibles, las mayores 
tasas de desempleo tuvieron lugar, 
por este orden, en España (25,8%), 
Grecia (25,1%) y Portugal (15,7%). 
Las más bajas, sin embargo, se obser-
varon en Austria (4%), Luxemburgo 
(5,2%), Alemania (5,4%) y Holanda 
(5,4%). En el caso concreto de Espa-
ña, las previsiones internacionales de 
futuro formuladas al respecto, pro-
nostican un posible recrudecimien-
to de las cifras de desempleo. Así se 
posiciona, entre otras instituciones, 
el FMI.
Sin embargo, la crisis económica 
de España golpea con más dureza a los 
inmigrantes que a los propios españo-
les. En efecto, el índice de desempleo 
entre los inmigrantes se duplica en 
comparación con la población autóc-
tona y, asimismo, son perceptores de 
menos prestaciones sociales.
Habida cuenta de la débil situa-
ción económica y, especialmente, de 
la persistencia de altos niveles de des-
empleo –que a tenor de los pronós-
ticos efectuados, seguirán incremen-
tándose–, la capacidad de pago de 
los hogares españoles se está viendo 
sensiblemente mermada. Aunque, de 
momento, el número de hipotecados 
en España que están en desempleo 
no es tan elevado –se calcula que el 
porcentaje a fecha de hoy ronda en-
tre el 7% al 9% de los titulares de un 
préstamo hipotecario-, a tenor de las 
previsiones apuntadas, seguirá cre-
ciendo. El drama personal y familiar, 
en este sentido, está ascendiendo, sin 
que las posibles soluciones arbitradas 
sean suficientes.
En el presente artículo nos re-
feriremos, de manera somera, a la 
situación de sobreendeudamiento 
de los consumidores y/o usuarios en 
España. Veremos, igualmente, que 
la normativa aprobada en materia 
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concursal no parece plenamente 
oportuna para hacer frente a la situa-
ción acaecida. Vinculado con cuan-
to analizamos, los consumidores y/o 
usuarios, nacionales y extranjeros, 
radicados en España a los que inicial-
mente –en numerosos casos al ampa-
ro de la burbuja inmobiliaria- les fue 
concedido un préstamo hipotecario, 
por la delicada situación en la que 
muchos se encuentran, no pueden 
seguir haciendo frente al pago de 
las cuotas. Aunque se han arbitrado 
diferentes medidas normativas, para 
paliar esta difícil situación, las mis-
mas no parecen ser suficientes. La 
última de ellas, como veremos, es el 
código de buenas prácticas bancarias 
sobre hipotecas.
2. El sobreendeudamiento 
como problema endémico 
de España
Podemos definir el sobreendeu-
damiento como la excesiva deuda 
del sujeto en comparación con los 
ingresos que percibe. Tal situación, 
como es obvio, puede llegar a im-
pedirle atender sus compromisos de 
pago, al ser estos últimos ciertamen-
te superiores a las rentas de las que 
se dispone para afrontarlos. El fenó-
meno que apuntamos es, desde hace 
ya años, un verdadero problema im-
perante en España, país en el que di-
cho sea de paso la oferta de créditos 
y productos financieros es amplia y 
la publicidad -tradicional y virtual- 
realmente agresiva. De hecho, en al-
gunos casos, dadas las circunstancias 
concurrentes, esta última puede ser 
reputada engañosa, con los efectos 
jurídicos que ello comporta.
La deuda financiera de las fa-
milias, como los datos empíricos 
ponen de manifiesto, se ha visto 
sensiblemente afectada por el cam-
bio de ciclo económico. En el caso 
concreto de España se ha suscitado 
una drástica modificación de las 
circunstancias concurrentes respec-
to de las existentes en el momento 
en que se contrajeron las deudas. 
Nos referimos a la época de precios 
elevados de las viviendas acompa-
ñada de financiación a precios muy 
bajos. En efecto, en tal escenario 
temporal, los créditos hipotecarios 
ostentaban una cuantía superior al 
valor del bien adquirido, con plazos 
de amortización que sobrepasan, en 
cada vez más supuestos, la esperanza 
de vida del prestatario –de hecho se 
ofertaban hipotecas a 50 años-. A 
fecha de hoy, no obstante, impera 
un descenso generalizado y acusado 
del precio de los bienes inmuebles 
y un aumento de los tipos de inte-
rés. De hecho, la casuística pone de 
relieve que el saldo todavía vivo o 
pendiente de una cuantía muy ele-
vada de préstamos hipotecarios su-
pera, de manera relevante, el valor 
del bien hipotecado. En otras pala-
bras, el valor de la vivienda es nota-
blemente menor que lo que todavía 
resta del pago de la hipoteca. Tal 
diferencia, con el paso de los años, 
continuará distanciándose, hacien-
do más palpables los efectos de la 
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burbuja. Esta última, como puede 
colegirse, no ha tocado, ni mucho 
menos, suelo.
A todo cuanto apuntamos, de-
bemos añadir las cifras alarmantes de 
desempleo, a las que hemos hecho 
alusión en la introducción, la pérdi-
da incesante de poder adquisitivo, el 
incremento de los impuestos, direc-
tos e indirectos, la depreciación del 
valor de los activos financieros de los 
hogares y, como hacíamos alusión, el 
aumento de la morosidad que, dicho 
sea de paso, es sin ninguna duda real-
mente preocupante.
El vacío normativo que carac-
teriza la regulación del sobreendeu-
damiento de los consumidores y/o 
usuarios en España contrasta, de ma-
nera notable, con lo que precisamen-
te acontece en otros países.
Las posibles medidas para pa-
liar esta situación pueden agruparse 
en dos grandes bloques. Por un lado, 
las denominadas medidas de carácter 
preventivo y, por otro, las que po-
drían considerarse medidas de tipo 
corrector.
Por lo que respecta a las prime-
ras, existe un elenco de actuaciones 
a las que puede recurrirse de forma 
complementaria –a sensu contrario, 
no son, en modo alguno, excluyentes 
entre sí-. En este sentido, las Admi-
nistraciones, de manera pedagógica, 
en diferentes campañas de corte ins-
titucional, pueden apelar a que los 
ciudadanos recurran a un consumo 
responsable. Asimismo, el legislador 
europeo, en diferentes textos norma-
tivos, exalta la prudencia que debe 
imperar en la actuación del consumi-
dor y/o usuario. En esta línea, el con-
siderando 26 de la Directiva 2008/48, 
del Parlamento Europeo y del Conse-
jo, de 23 de abril de 2008, relativa a 
los contratos de crédito al consumo 
dispone que los consumidores deben 
actuar con prudencia y cumplir sus 
obligaciones contractuales. A este 
respecto, se manifiesta que es impor-
tante que los prestamistas no conce-
dan créditos de forma irresponsable 
o sin haber evaluado previamente la 
solvencia del prestatario, y que los 
Estados miembros lleven a cabo el 
control necesario para evitar tales 
comportamientos, así como los me-
dios necesarios para sancionar a los 
prestamistas en caso de que ello ocu-
rra. En suma, los prestamistas deben 
tener la responsabilidad de contro-
lar individualmente la solvencia del 
consumidor. Este último extremo es 
objeto de regulación en el art. 8 de 
la citada Directiva, que establece el 
deber de evaluar la situación finan-
ciera del consumidor, con carácter 
previo a la celebración del contrato 
de crédito, pero también antes de au-
mentar significativamente el importe 
total del mismo. Ahora bien, el pre-
cepto que señalamos no precisa cuán-
do puede reputarse “significativo” un 
aumento.
En cuanto a las medidas correcti-
vas pueden, a su vez, ser de diferentes 
modalidades, a saber: generales y es-
pecíficas, judiciales y extrajudiciales. 
Por lo que se refiere a los mecanismos 
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generales se debe señalar que se pue-
den considerar bien los que imponen 
límites a los intereses aplicables, bien 
modificando o anulando, en determi-
nadas circunstancias, los estipulados 
o estableciendo moratorias. Por su 
parte, los mecanismos específicos son 
aquellos que se dirigen, de forma di-
recta, a resolver el problema del so-
breendeudamiento, sin reducirlo a un 
determinado producto o contrato.
Tal y como hemos conceptuali-
zado el fenómeno del sobreendeuda-
miento, debemos manifestar que no 
puede ser reputado equivalente a la 
insolvencia. No obstante, conside-
rando el art. 2 de la Ley 22/2003, de 
9 de julio, Concursal, el sobreendeu-
damiento puede desembocar en un 
procedimiento concursal, en el mo-
mento en que el deudor sobreendeu-
dado no consiga nuevos ingresos para 
abonar los inminentes vencimientos 
de los créditos ya contraídos, y, de 
este modo, se posicione en situación 
de insolvencia actual. Igualmente, 
también puede llegar a estar así antes, 
sin llegar a ese extremo, si conside-
ra inminente su insolvencia, ya que 
prevea que no podrá cumplir, de ma-
nera regular, los deberes inicialmente 
asumidos.
Por lo que se refiere a la regula-
ción de la insolvencia del consumi-
dor en el Derecho comparado, cabe 
afirmar que podemos discernir tres 
grandes grupos de países. Un primer 
grupo de países excluyen a los con-
sumidores del ámbito de aplicación 
de los procedimientos concursales, 
pensados para empresarios (así, entre 
otros, Italia, Brasil, México o Vene-
zuela). Un segundo grupo, sin embar-
go, los incluyen, aunque con ciertas 
especialidades, entre las que puede 
considerarse el principio de segun-
da oportunidad y los mecanismos de 
cesión del rendimiento del deudor 
a los acreedores durante un período 
de tiempo. Esta es la situación que se 
suscita en países como Dinamarca, 
Holanda, Suecia, Finlandia, Austria, 
Gran Bretaña, Portugal, Alemania, 
Canadá o Estados Unidos. Finalmen-
te, hay un tercer grupo de Estados que 
aplican a los consumidores idénticos 
procedimientos concursales que a los 
empresarios. No concurre, en modo 
alguno, especialidades reseñables por 
razón de dicha condición de sujetos 
no profesionales. Este es, precisamen-
te, el caso de Argentina, Chile, Co-
lombia, España y Perú.
En definitiva, en España no exis-
ten mecanismos específicos de pro-
tección de los consumidores en situa-
ción de sobreendeudamiento, pero 
tampoco cuenta con especialidades 
en el ámbito del Derecho concursal 
para resolver, de manera específica, la 
situación de insolvencia de los par-
ticulares. A nuestro entender, como 
consecuencia de las ejecuciones hi-
potecarias –y lo que las mismas com-
portan-, los particulares pueden verse 
sumidos en una situación de auténti-
ca exclusión social. Con las normas 
actualmente vigentes, no existe espe-
ranza de sobreponerse en el Reino de 
España. 
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3. Medidas de protección 
del deudor hipotecario en 
España: a propósito del 
Real Decreto-Ley 6/2012, 
de 9 de marzo, de medidas 
urgentes de protección de 
deudores hipotecarios sin 
recursos
Durante la etapa de gestación de 
la burbuja inmobiliaria que se generó 
en España -desde finales de la década 
de los años noventa hasta finales de 
2007 y comienzos de 2008- se contra-
taron numerosos préstamos hipoteca-
rios. Los mismos se realizaron no solo 
por españoles sino por inmigrantes. 
De hecho, a estos últimos se ofreció 
acceder a la propiedad, sin ningún 
desembolso inicial, pagando por la hi-
poteca menos que lo que gastaban por 
alquiler, si bien todo ello se ha visto 
recientemente truncado. En efecto, 
el aumento de los tipos de interés, y 
los sistemas de amortización crecien-
te, pensados para otro contexto, de 
estabilidad de tipos e incremento 
de los precios de vivienda y salarios, 
tuvo unas imprevistas consecuencias. 
En un primer momento, originaron 
una subida de las cuotas, que un gran 
número de deudores afrontaron con 
notable dificultad, pero a ello se unió 
la pérdida del empleo, de cuyo salario 
dependía el pago de la hipoteca, por 
lo que la situación terminó haciéndo-
se plenamente insostenible. Actual-
mente, la situación que esbozamos es 
cada vez más dramática. 
La posibles soluciones que el deu-
dor hipotecario -que no puede seguir 
pagando las cuotas hipotecarias- tiene 
a su alcance no son demasiadas. Las 
opciones de venta del bien inmueble, 
dadas las circunstancias concurrentes, 
caída relevante de los precios de las 
viviendas, estancamiento generaliza-
do del mercado con aproximadamen-
te tres millones de viviendas que se 
ofertan, poca o nula financiación, por 
parte de las entidades financieras es-
pañolas y lo sumamente elevado de la 
deuda hipotecaria asumida, de la que 
se ha amortizado muy poco, que, di-
cho sea de paso, se incrementa con las 
cuotas impagadas y los intereses de de-
mora, son más bien escasas. Las otras 
posibilidades disponibles, con pocas 
probabilidades de éxito en este con-
texto, son la renegociación de la hipo-
teca o la dación en pago de la vivien-
da. Ante la imposibilidad de recurrir 
exitosamente a tales alternativas, la 
única opción del deudor hipotecario 
pasa, en un gran número de supuestos, 
por dejar de abonar las cuotas hipo-
tecarias y ocupar la vivienda hasta el 
momento del desahucio.
En España se han iniciado 
400.000 procesos de ejecución hipo-
tecaria desde 2007. Se estima que, 
en España, cada 8 minutos, existe un 
desahucio. Según los datos oficiales 
publicados por el Consejo General 
del Poder Judicial de España, en-
tre el 1 de abril y el 30 de junio, se 
realizaron 526 desalojos forzosos por 
día. Aunque las cifras –detrás de las 
que existen personas con nombres y 
apellidos-, qué duda cabe, son muy 
alarmantes, más lo es saber que esta 
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imparable cifra se incrementa (sin 
que el legislador acometa actuaciones 
de calado) a un ritmo de vértigo. La 
situación es de absoluta emergencia.
Las subastas de los bienes se pro-
ducen en un marco de evolución muy 
negativa de los precios de los inmue-
bles. De hecho, muy a menudo, no 
existe otro postor más que la propia 
entidad de crédito. Esta última ter-
mina siendo adjudicataria del bien 
por un valor que puede no cubrir la 
totalidad de la deuda inicialmente 
contraída, especialmente en aquellos 
casos en los que esa deuda se contrajo 
en fechas próximas al inicio de la cri-
sis. Es por ello que los deudores hipo-
tecarios quedan obligados a pagar es-
tas cuantías pendientes durante gran 
parte de sus vidas. En este sentido, el 
abono de las cantidades adeudadas se 
embargará de sus sueldos –quedando 
a salvo las cuantías que, por ley, son 
inembargables-.
El drama que el deudor hipote-
cario y sus familias se ven obligadas a 
padecer no debe dejar impasible a la 
sociedad ni mucho menos debe serlo 
al legislador que debe arbitrar las me-
didas que resulten necesarias. Ante 
esta catastrófica realidad, diversas 
asociaciones españolas –por ejemplo, 
Plataforma de Afectados por las Hi-
potecas-, diversos grupos vecinales e 
indignados de todo tipo, han optado 
por la medida de paralizar los des-
ahucios, oponiéndose a los mismos, 
mediante la fuerza, lo que no debe 
reputarse una solución real y efectiva 
al grave problema de la pérdida de la 
vivienda en España. Como veremos, 
las soluciones que hasta ahora se han 
puesto en práctica son, a todas luces, 
plenamente insuficientes. Tanto el 
gobierno actual como el precedente 
han elaborado una batería de medi-
das, pero no entran en el fondo de la 
cuestión esbozada y, por ello, no son 
tan eficaces como debieran.
La última de ellas es el Real 
Decreto-Ley español 6/2012, de 9 
de marzo, adoptando medidas enca-
minadas a la protección del deudor 
hipotecario. Su justificación, en gran 
medida, obedece al hecho de que no 
puede demorarse más tiempo la adop-
ción de medidas que permitan apor-
tar soluciones a la situación socioeco-
nómica que viven un gran número de 
familias en España, cuyos miembros 
están en situación de desempleo o 
de ausencia de actividad económica 
prolongada en el tiempo. Todo ello 
en plena consonancia con el derecho 
a disfrutar de una vivienda digna y 
adecuada, consagrado en el art. 47 de 
la Constitución Española, que ha de 
guiar siempre la actuación de los po-
deres públicos, de conformidad con el 
art. 53.3 de la Carta Magna. Como 
pone de relieve el artículo primero 
del Real Decreto-Ley, dicha norma 
tiene por objeto esencial establecer 
medidas tendentes a procurar la rees-
tructuración de la deuda hipotecaria 
de quienes padecen extraordinarias 
dificultades para atender su pago, así 
como mecanismos de flexibilización 
de los procedimientos de ejecución 
hipotecaria.
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El elenco de medidas contempla-
das en tal texto legal será de aplicación 
a aquellos deudores de un crédito o 
préstamo garantizado con hipoteca so-
bre su vivienda habitual, cuando con-
curran en ellos ciertos presupuestos, 
sin excepción, que se enumeran en el 
art. 3 del citado Real Decreto-Ley. Tal 
precepto para entenderlos situados en 
el umbral de exclusión considera que 
han de concurrir necesariamente los 
siguientes presupuestos:
a. Que todos los miembros de la 
unidad familiar carezcan de ren-
tas derivadas del trabajo o de 
actividades económicas. A estos 
efectos, se entenderá por uni-
dad familiar la compuesta por el 
deudor, su cónyuge no separado 
legalmente o pareja de hecho 
inscrita y los hijos con indepen-
dencia de su edad que residan en 
la vivienda;
b. Que la cuota hipotecaria resulte 
superior al 60% de los ingresos 
netos que perciba el conjunto 
de los miembros de la unidad 
familiar;
c. Que el conjunto de los miembros 
de la unidad familiar carezca de 
cualesquiera otros bienes o de-
rechos patrimoniales suficien-
tes con los que hacer frente a la 
deuda;
d. Que se trate de un crédito o prés-
tamo garantizado con hipoteca 
que recaiga sobre la única vi-
vienda en propiedad del deudor 
y concedido para la adquisición 
de la misma;
e. Que se trate de un crédito o prés-
tamo que carezca de otras garan-
tías, reales o personales o, en el 
caso de existir estas últimas, que 
en todos los garantes concurran 
las circunstancias expresadas en 
las letras b, c y f. En el caso de 
que existan codeudores que no 
formen parte de la unidad fa-
miliar, deberán estar incluidos, 
igualmente, en las circunstancias 
a, b y c anteriores.
En suma, para que las medidas 
contempladas en tal norma legal –que 
a su vez se remite al código de buenas 
prácticas- sean aplicables, el deudor 
hipotecario debe estar en riesgo de 
exclusión social. A continuación, 
veremos qué medidas cabe aplicar al 
deudor hipotecario en esta situación. 
Si bien las mismas son inicialmente 
aplicables a quienes cumplan estos 
exigentes presupuestos, las entidades 
bancarias pueden, de manera potes-
tativa, aplicar las previsiones del ins-
trumento de autorregulación –código 
de conducta- a deudores distintos de 
los que hace referencia el art. 3 del 
mencionado Real Decreto-Ley, es de-
cir, a todos los demás deudores hipo-
tecarios. Algo que, más bien, parece 
más teórico que práctico.
4. El denominado código 
de buenas prácticas 
bancarias sobre hipotecas
Las diversas medidas de salva-
guarda del deudor hipotecario pivo-
tan sobre la base de lo que el propio 
Real Decreto-Ley autodenomina có-
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digo de buenas prácticas bancarias. 
Este último, como es sabido, repre-
senta un instrumento de autorregu-
lación de asunción voluntaria para 
las entidades bancarias, si bien, una 
vez asumido por las mismas, deviene 
obligatorio. Conviene, asimismo, de-
terminar que podrá invocarse ante los 
Tribunales de Justicia por parte del 
deudor hipotecario afectado. Ahora 
bien, nos encontramos ante un texto 
cuya desobediencia no acarrea san-
ciones para quien inicialmente se ha 
suscrito al mismo.
Al elenco de buenas prácticas 
que enunciamos podrán adherirse las 
entidades de crédito y entidades que, 
de manera profesional, realizan la ac-
tividad de concesión de préstamos o 
créditos hipotecarios. Igualmente, 
cabe precisar que las entidades ban-
carias, de manera plenamente volun-
taria, podrán mejorar las medidas es-
tablecidas, con carácter mínimo, en 
el código de conducta en beneficio 
del deudor hipotecario. Naturalmen-
te, siempre que tales medidas estén 
concebidas con el objetivo de redun-
dar a favor de este último.
El seguimiento de tal documen-
to será supervisado por una comisión 
de control integrada por represen-
tantes del Ministerio de Economía 
y Competitividad, Banco de España, 
Comisión Nacional del Mercado de 
Valores y Asociación Hipotecaria 
Española. Además, la Comisión de 
Control publicará un informe semes-
tral sobre el grado de cumplimien-
to del código de buenas prácticas. 
Nótese que la comisión que se creó 
para supervisar el cumplimiento del 
instrumento por parte de la banca 
no cuenta con representación de los 
consumidores. Dado que la inob-
servancia de este último no implica 
sanciones administrativas para las 
entidades bancarias, no cabe desco-
nocer la pérdida de reputación –y los 
efectos que ello comporta- que podría 
suponer que el informe elaborado por 
la Comisión de Control apuntara in-
cumplimientos por parte de una en-
tidad bancaria comprometida inicial-
mente con el articulado del código de 
buenas prácticas.
En todo caso, a tenor del art. 5.2 
del Real Decreto-Ley que incluye el 
mismo, como anexo, la aplicación 
de su articulado únicamente se ex-
tenderá a las hipotecas constituidas 
en garantía de préstamos o créditos 
concedidos para la compra-venta de 
viviendas cuyo precio de adquisición 
no hubiese excedido de los siguientes 
valores:
a. Para municipios de más de 
1.000.000 de habitantes: 200.000 
euros;
b. Para municipios de entre 
500.001 y 1.000.000 de habi-
tantes o los integrados en áreas 
metropolitanas de municipios de 
más de 1.000.000 de habitantes: 
180.000 euros;
c. Para municipios de entre 100.001 
y 500.000 habitantes: 150.000 
euros;
d. Para municipios de hasta 100.000 
habitantes: 120.000 euros. 
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Con la asunción del código de 
buenas prácticas se perseguía lograr 
algún tipo de actuación del sector 
bancario. No en vano debe consi-
derarse que fueron precisamente los 
bancos que dieron préstamos hipote-
carios, sobre valores de tasación so-
bredimensionados, muy desviados del 
auténtico valor del bien.
Las medidas arbitradas operan 
en tres fases. La primera de ellas está 
dirigida a tramitar la reestructura-
ción o renegociación de la deuda 
hipotecaria, en virtud de la aplica-
ción a los préstamos de una carencia 
en la amortización de capital y una 
disminución del tipo de interés du-
rante cuatro años y la consecuente 
ampliación del plazo total de amor-
tización. La segunda, de no resul-
tar posible la reestructuración, la 
entidad, de manera voluntaria, po-
drá ofrecer a los deudores una qui-
ta sobre el total de su deuda. Y, en 
tercer y último término, si ninguna 
de las dos medidas anteriores logra 
reducir el esfuerzo hipotecario de los 
deudores a límites ciertamente asu-
mibles, estos podrán solicitar, y las 
entidades aceptar, la dación en pago 
como medio liberatorio en el plazo 
de doce meses desde la solicitud de 
reestructuración.
Por lo que se refiere a los porme-
nores del funcionamiento del código 
de buenas prácticas, deberá ser veri-
ficado por una comisión de control 
constituida al efecto, cuya constitu-
ción fue enunciada anteriormente. 
Asimismo, las entidades bancarias 
adheridas habrán de remitir al Banco 
de España, con carácter trimestral, la 
información que le solicite la comi-
sión de control. Esta última incluirá 
el número, volumen y características 
de las operaciones solicitadas, ejecu-
tadas y denegadas en aplicación del 
instrumento de buenas prácticas –có-
digo de conducta-.
Ante la inobservancia, por parte 
de las entidades bancarias, de los pre-
ceptos contemplados en el código de 
conducta, el Real Decreto-Ley prevé 
que los deudores podrán formular re-
clamaciones ante el Banco de Espa-
ña en los mismos términos que otras 
reclamaciones cuya tramitación y 
resolución corresponda al Banco de 
España. Todo ello, naturalmente, 
sin perjuicio de las reclamaciones 
judiciales que corresponda exigir a 
la entidad acreedora por no respetar 
los términos contractuales que, en su 
caso, se hayan pactado.
Hasta la fecha, se han adherido 
numerosas entidades bancarias al có-
digo de buenas prácticas. De hecho, 
las mismas figurarán en la sede elec-
trónica de la Secretaría General del 
Tesoro y Política Financiera y en el 
Boletín Oficial del Estado. La per-
manencia en la adhesión al código 
de conducta será por un tiempo mí-
nimo de dos años, prorrogable auto-
máticamente por anualidades –salvo 
oposición de la entidad con preaviso 
oportuno de 3 meses-.
Una vez que hemos visto, a gros-
so modo, el código de conducta, de-
bemos determinar que la puerta de 
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la dación en pago será tan pequeña 
que solo permitirá el paso a familias 
en una situación realmente muy de-
teriorada, que es lo que se ha llama-
do familias en exclusión social. Siete 
meses después de la puesta en prácti-
ca del código de buenas prácticas, las 
asociaciones de consumidores se que-
jan, y con razón, de que se trata de un 
instrumento para lavar la imagen de 
la banca, ya que apenas está teniendo 
efectos positivos para los hipotecados 
en situación de exclusión.
Conclusiones
Tras los tecnicismos financieros 
y jurídicos, a los que nos hemos refe-
rido, se esconden verdaderos dramas 
personales. El bien que a menudo 
pierde el deudor es nada más y nada 
menos que su vivienda. Se trata, en 
definitiva, del elemento patrimo-
nial más importante para la mayoría 
de las personas que  con su pérdida 
quedan por completo arruinadas. 
Ahondando en esta situación, exis-
ten supuestos –que son más frecuen-
tes de lo que pueda parecer- en los 
que el préstamo fue avalado por otra 
persona (familiar o no) que, junto al 
deudor hipotecario, pierde también 
su vivienda.
No faltan, pues, voces que abo-
gan por la exclusión de la respon-
sabilidad patrimonial universal o, 
cuando menos, la concesión al deu-
dor de la posibilidad de poner fin a la 
relación crediticia entregando el bien 
hipotecado.
En el ámbito judicial, algunos 
tribunales españoles han manifesta-
do un plausible y necesario interés 
en proteger a la parte débil –que no 
es sino el consumidor y/o usuario, es 
decir, el deudor hipotecario- y hacer 
justicia material en las circunstancias 
del caso.
A nuestro entender, el sector 
bancario, en el contexto de la ac-
tual crisis económica imperante en 
España, debería afrontar una suerte 
de reparto del riesgo con el deudor, 
máxime cuando, además, subyace 
una mala praxis del propio sector fi-
nanciero. Existe un amplio cuerpo 
legal que permite, en Derecho es-
pañol, perfeccionar una lex artis del 
banquero percibida como claramente 
obligatoria y que, por consiguiente, 
posibilita deslindar la conducta pro-
fesionalmente aceptable de la que, 
sin embargo, no lo es.
Los prestamistas poco diligentes 
en su comportamiento deben sufrir 
las consecuencias de sus actos, vién-
dose, a este respecto, perjudicados 
por las alteraciones que el tiempo in-
troduce en la economía del contrato 
y en la distribución de riesgos inicial-
mente planteada (en cuya virtud, el 
riesgo de precio del inmueble es cosa 
del prestatario).
Ante todo cuanto hemos deter-
minado, resulta claro que nos halla-
mos frente a un problema de hondo 
calado social, al que necesariamente 
debe hacer frente, con absoluta ur-
gencia, el legislador español.
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